	Fecha
	18 de mayo de 1988
	Sesión número
	34

	Motivo: Habeas Corpus

	Recurrente: Inocente Castro Barahona

	Tutelado: Edgar Bader Huber

	Recurrido: Ministro de Gobernación

	Objeto del recurso: El recurrente objeta que el tutelado está detenido y en vías de ser deportado, pese a estar suspendidos los actos administrativos del recurrido por orden judicial.

	Respuesta del recurrido: La suspensión de los actos estaba condicionada a que el tutelado depositara una caución, y fueron ejecutados en cuanto hubo noticia de que dicha caución no había sido correctamente rendida.

	Parte dispositiva
	Con lugar (la ejecución de los actos impugnados del recurrido está suspendida por orden judicial). VS de los Magistrados Arroyo, Arce, Ching, Carvajal, Arias y Zamora.


N° 34
SESIÓN EXTRAORDINARIA DE LA CORTE PLENA celebrada a las diez horas del dieciocho de mayo de mil novecientos ochenta y ocho, con asistencia inicial de los Magistrados Blanco (Presidente), Coto, Cervantes, Chacón, Arias, Zamora, Fernández, Arce, Ching, Ramírez, Guzmán, Houed, Gamboa y González. 
Artículo V
(Entran los Magistrados Arroyo, Carvajal y Rodríguez).

Seguidamente se entró a conocer el recurso de Hábeas Corpus que en memorial recibido el doce del mes en curso, promovió el licenciado INOCENTE CASTRO BARAHONA a favor de EDGAR BADER HUBER. Dice el recurrente que a su patrocinado se le privó de libertad en forma ilegítima y arbitraria para ser deportado, a pesar de que la Sección Primera del Tribunal Superior Contencioso—Administrativo y Civil de Hacienda acogió un incidente de suspensión de los efectos de los actos del señor Ministro de Gobernación y Policía, mediante los cuales se le canceló su status de residente rentista y ordenó el abandono del país en el término de cuarenta y ocho horas. Agrega el recurrente que en forma oportuna rindió la caución de trescientos mil colones que se le previno, y no obstante ello, se le anunció que el señor Bader Huber sería entregado a las autoridades de Migración para ser deportado, con lo cual se haría nugatoria la decisión de aquel Tribunal.
El señor licenciado Rolando Ramírez Paniagua, Ministro de Gobernación y Policía, informó que por resoluciones de las quince horas y quince horas y treinta minutos, ambas del veintiuno de enero del presente año, resolvió cancelar la residencia al señor Bader y concederle un término de cuarenta y ocho horas a fin de que abandonara el país, y que con base en ese pronunciamiento, la Dirección General de Migración y Extranjería, a las dieciséis horas del veintinueve de enero del presente año, ordenó la inmediata deportación del señor Bader.

Asimismo manifestó el señor Ministro que, con informes de que esa persona aún no había rendido la caución en la forma ordenada por el Tribunal Superior en el incidente de suspensión del acto administrativo, procedió a ordenar la detención del señor Bader, medida que se hizo efectiva el doce de mayo en curso por medio de funcionarios de la Dirección de Inteligencia y Seguridad y un oficial de Migración.
En el juicio ordinario contencioso administrativo seguido por el señor Edgar Bader Huber contra el Estado y el señor Ministro de Gobernación y Policía (expediente N° 53-88) el accionante promovió incidente de suspensión de los actos administrativos del señor Ministro, y en esa articulación—que se tiene a la vista—constan las actuaciones de que dio cuenta el licenciado Ramírez Paniagua, y las que seguidamente se enumeran:

a) Por resolución de las nueve horas del treinta de marzo de este año, la Sección Primera de ese Tribunal ordenó la suspensión de los efectos de las resoluciones dictadas por el señor Ministro de Gobernación de las quince horas del veintiuno de enero de mil novecientos ochenta y ocho y quince horas y treinta minutos, del mismo día, mes y año, pronunciamiento que fue adicionado a las ocho horas treinta minutos del veinte de abril siguiente, en el sentido de que el señor Edgar Bader Huber deberá rendir una caución por la suma de TRESCIENTOS MIL COLONES, la que depositará en la cuenta corriente del Juzgado de instancia dentro de tercero día, bajo el apercibimiento de que mientras no cumpla no se hará efectiva la suspensión.

b) Al folio 63 frente y vuelto del citado expediente, también consta la resolución de las dieciséis horas diez minutos del doce del mes de mayo en curso, mediante el cual el Juzgado Primero de lo Contencioso declaró, por las razones que ahí constan, no tener por rendida la caución presentada por el actor en este juicio.

Esa resolución fue apelada y en auto de las diecisiete horas diez minutos del dieciséis de este mes, que obra a folio 92 de esos autos, el señor Juez Primero de lo Contencioso omitió especial pronunciamiento sobre tal recurso, toda vez que el señor Bader demostró haber subsanado los defectos acerca de la forma en que habían rendido la garantía, por lo que ese Despacho la tuvo por bien rendida.
Previa deliberación, se resolvió: declarar con lugar el recurso y ordenar la inmediata libertad del señor Edgar Bader Huber si otros motivos no lo impidieren. Así se dispone porque la detención de que fue objeto resulta ilegítima desde que la deportación ordenada por la Dirección de Migración no se adoptó con sustento en ninguna de las causales previstas en el artículo 51 de la Ley de Migración y Extranjería, sino que por el contrario, constituye un mero acto de ejecución de las resoluciones del señor Ministro de Gobernación y Policía, las que fueron suspendidas por disposición del Tribunal Superior Contencioso—Administrativo y Civil de Hacienda, y en esas condiciones no pueden producir, por ahora, efecto alguno por estar enervado el acto principal. En la forma expuesta votaron los Magistrados Blanco, Coto, Cervantes, Chacón, Rodríguez, Fernández, Ramírez, Guzmán, Houed y González.

Los Magistrados Arroyo, Fernández, Arce, Ching y Carvajal votaron por declarar sin lugar el recurso, por estimar que la privación de libertad del señor Bader tiene fundamento en la resolución del señor Director General de Migración y Extranjería que así lo dispuso como medida precautoria, con el propósito de asegurar la deportación de conformidad con lo dispuesto en el artículo 113 de la Ley 7033 del 4 de agosto de 1986.
El Magistrado Arias declara sin lugar el recurso por estimar que la suspensión de los actos administrativos que impugnó el señor Bader fue mal decretada por la Sección Primera del Tribunal Superior Contencioso Administrativo.

También el Magistrado Zamora declara sin lugar el recurso de Hábeas Corpus, con apoyo en las siguientes consideraciones:

“En el presente caso debe tomarse en cuenta que la resolución dictada por la Dirección General de Migración y Extranjería, que ordena la deportación del recurrente, es un acto administrativo independiente y autónomo de los anteriores que dictó el señor Ministro de Gobernación y Policía, por lo que la suspensión del acto administrativo relacionado con este asunto no tiene la virtud de enervar los efectos ejecutorios de dicha resolución de la Dirección General. Además, en el expediente no consta que la resolución en que se ordena deportar al señor Edgar Bader haya sido recurrida por éste, no obstante que la misma tiene recursos de revocatoria y apelación, ejercitables en el término de cinco días contados a partir de la notificación respectiva (artículo 108 de la Ley General de Migración y Extranjería N° 7033 de 4 de agosto de 1986). Otro argumento que avala la desestimación del recurso es que, de conformidad con el artículo 113 de la Ley General de Migración y Extranjería, si habiéndose interpuesto recurso contra la deportación y se hubiere ordenado la detención del extranjero, como medida precautoria para asegurar aquella, esta medida se mantendrá vigente hasta que se resuelva el recurso interpuesto, por lo que, a fortiori, es decir, con mayor razón, si la deportación no ha sido recurrida en vía administrativa, debe mantenerse la detención. Para remachar la tesis de la improcedencia del recurso que conocemos, téngase presente que aún en el caso de que la deportación hubiere sido recurrida ante el Ministro de Gobernación, por vía de alzada, según lo preceptuado en la norma legal antes citada, ‘contra lo resuelto en alzada por el Ministerio de Gobernación y Policía, en este caso, no cabrá recurso contencioso administrativo’. Esto significa que la resolución definitiva de la deportación, al no ser objeto de recurso contencioso administrativo, tampoco puede ser dejada sin efecto por un eventual e hipotético incidente de suspensión de acto administrativo.
Otros detalles de interés jurídico sobre este recurso son: que la Dirección General de Migración y Extranjería ordenó la deportación con base en el artículo 118, inciso 4, de la Ley General de Migración y Extranjería, por haberle sido cancelada la residencia al interesado; que la Dirección General estaba facultada para tomar esa resolución por así disponerlo el artículo 7, inciso 10, de la misma Ley antes citada; y que del estudio del expediente no resulta ninguna indefensión del señor Bader, pues su apoderado, quien ha interpuesto el Hábeas Corpus, puede también ejercer los recursos administrativos contra las resoluciones que perjudiquen a su mandante (arts. 282.2 y 283 de la Ley General de la Administración Pública)”.
